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   ANTECEDENTES

La Secretaría  General de la Organización de Estados Americanos (SG/OEA) firmó un Memorandum  de Entendimiento con la Universidad Nacional Autónoma  de Honduras (UNAH),  con el fin de ejecutar  un proyecto  de cooperación  no reembolsable (No. ATN/SF- 6184-RG). Dicho proyecto se propone  apoyar a Honduras en la adecuación de su ordenamiento jurídico con as disposiciones de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, en lo atinente a algunas de las medidas preventivas contempladas en su articulo III.

Una de estas medidas consiste en establecer sistemas para la declaración de los ingresos, activos  y pasivos por parte de las personas  que desempeñan funciones públicas e los casos que establezca la ley y para la debida utilización de tales declaraciones cuando correspondan.

Para un mejor análisis de este tema, el cual me fue asignado por la UNAH, haremos una breve introducción del contexto histórico   en que se desarrolla  tema; seguidamente, analizaremos a profundidad  su Marco Normativo (I); posteriormente  presentaremos Las Perspectivas y Expectativas  de la Lucha contra el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores Públicos en Honduras (II) y finalmente presentaremos una Conclusión General (III).

    INTRODUCCIÓN


Bajo el régimen militar de Gobierno de Juan Alberto Melgar Castro, el Jefe de Estado en Consejo de Ministros emitió el Decreto No. 301 de fecha 30  de diciembre de 1975 que contiene la Ley  Contra el Enriquecimiento Ilícito  de los Servidores Públicos, siendo la Dirección General de Probidad Administrativa, dependencia de la Contraloría General de la República, el ente encargado de su aplicación.


A partir del mes de abril de 1980, nuestro país inicia un proceso de transición a la democracia; una Asamblea Nacional Constituyente fue electa ese año y dos años más tarde se promulga la Constitución de la República  vigente. Es  en este texto  constitucional que, por primera vez  en Honduras, se introduce la figura jurídica del enriquecimiento ilícito y se crea la Dirección General de Probidad  como un organismo de control,  auxiliar del Poder Legislativo.


Es necesario enfatizar en el hecho que en un lapso  de siete años, la Dirección General de Probidad Administrativa  deja de ser  una dependencia  de la Contraloría General de la República  -organismo auxiliar del Poder Legislativo  encargado  exclusivamente de la fiscalización  a posteriori   de la Hacienda Pública- para convertirse, a su vez, en un organismo  de control, auxiliar   directo del Poder Legislativo, colocándose  en el mismo plano  organizacional  de su antiguo superior jerárquico.


En nuestro país, Honduras,  el Poder Legislativo para el cumplimiento  de determinadas atribuciones  constitucionales  cuenta con dos organismos de control con competencias diferenciadas: La Contraloría  General de la República y la Dirección General de Probidad Administrativa.


Finalmente, Honduras, miembro fundador  de la Organización de Estados Americanos, es signatario  de la Convención Interamericana  Contra la Corrupción, la cual fue suscrita en Caracas, Venezuela,  el 29 de marzo de 1996, y dos años después, el Congreso Nacional  de Honduras , en fecha 21 de abril  de 1998 la aprueba mediante Decreto No. 100-98 entrando en vigencia  el 15 de mayo del mismo año, fecha de su publicación en el Diario  Oficial LA GACETA.

De esta manera el  Estado de Honduras deviene obligado a adecuar  su ordenamiento jurídico  a las disposiciones  de la Convención Interamericana  Contra la Corrupción. Por lo anterior, es fundamental  analizar el marco normativo, haciendo énfasis   en el sistema  para la declaración  de los ingresos  activos y pasivos  por parte de las personas  que desempeñan  funciones públicas  y para la debida utilización   de tales declaraciones  cuando corresponda.





I. MARCO NORMATIVO


De conformidad con la Constitución de la República, Decreto No. 131 de fecha 11 de   enero de 1982, la finalidad del Estado  es garantizar a sus habitantes,  entre otros, la seguridad, la paz, el Bien Común (Ver preámbulo constitucional).


Para alcanzar  su finalidad, el Estado de Honduras –donde la soberanía reside originariamente en el pueblo pero se ejerce por representación- cuenta con tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial (Ver artículo 1 y 4).


El Poder Legislativo se ejerce por un Congreso de Diputados  (Artículo 189 constitucional)  y para el ejercicio de sus  múltiples atribuciones (Artículo 205 constitucional)  cuenta con los siguientes organismos auxiliares:

a) La Contraloría General de la República;

b) La Procuraduría General de la República;

c) La Dirección General de Probidad Administrativa.

a) La Contraloría General de la República.  Esta entidad tiene independencia  funcional  y administrativa, se encarga exclusivamente de la fiscalización a posteriori  de la Hacienda Pública, lo cual implica:

· Verificar  la administración  de los fondos y bienes públicos y glosar las cuentas  de los funcionarios públicos y empleados que los manejen;

· Fiscalizar la gestión  de las dependencias  de la Administración Pública;
· Examinar la contabilidad  del Estado  y las cuentas  que sobre  la gestión de la Hacienda Pública  presente el Poder Ejecutivo  al Congreso Nacional (Artículo 222 constitucional)
b) La Procuraduría General de la República.   
Tiene la representación legal del Estado por lo que las acciones civiles y criminales que resultaren  de las intervenciones fiscalizadoras  de la Contraloría General de la República serán ejercitadas por el Procurador General de la República (Artículos 228 y 230 constitucional).

c) La Dirección General de Probidad Administrativa.  Es definida  como un organismo de control con independencia funcional y administrativa. Remitiéndonos a la misma Constitución  a una ley secundaria  en lo relativo a la organización, atribuciones y funcionamiento  de este órgano auxiliar  del Poder Legislativo (Artículo 232 constitucional) se trata de la Ley Contra el Enriquecimiento Ilícito que fue emitida mediante Decreto No. 301  del 30 de diciembre  de 1975, publicado   en el Diario Oficial LA GACETA  de fecha 31 de diciembre de  1975 y entró en vigencia  el 1 de enero de 1976.

La Ley Contra el Enriquecimiento Ilícito  de los Servidores Públicos tiene por objeto  “establecer las condiciones necesarias  para el ejercicio honesto de la función pública, así como salvaguardar  el patrimonio  estatal, sancionando a los servidores públicos  que se valgan de sus  cargos o empleos para enriquecerse ilícitamente” (Artículo 1 de la Ley).
A) DE LA NECESIDAD DE TIPIFICAR EL DELITO  DE ENRIQUECIMIENTO  ILICITO. 

Por lo anterior es fundamental tipificar  en Derecho hondureño   el Enriquecimiento Ilícito de los servidores públicos. Para ello analizaremos:

a) Los  sujetos  que pueden incurrir en enriquecimiento ilícito;

b) Los actos  que constitutivos de   enriquecimiento ilícito;

c) La presunción de  enriquecimiento ilícito  de los servidores públicos

a) LOS SUJETOS.

i) Los servidores públicos,  entendiéndose por éstos tanto a los funcionarios a los empleados  que presten  servicios remunerados  en cualquiera de los Poderes del Estado, sus organismos, dependencias, establecimientos e instituciones centralizadas, autónomas, semi-autónomas o del cualquier otro tipo, y

ii) Toda persona natural o jurídica  que perciba sueldos o maneje bienes y fondos del Estado o decida sobre pagos o inversión de fondos públicos (Artículo 2 de la Ley).

b) LOS ACTOS  DE LOS SUJETOS QUE CONSTITUYEN  ENRIQUECIMIENTO ILICITO.

I) Apropiarse de fondos públicos  en cualquier forma indebida o ilegal;

II) Recibir de terceros emolumentos, bonificación, retribución o pago, cualquiera que sea la denominación que se emplee, que no pueda  justificarse legalmente;

III) Adoptar decisiones que afecten los intereses  del Estado o violen alguna norma legal para obtener ventajas económicas; e

IV) Incurrir en falta de probidad, en cualquier otra forma prevista en la Ley  Contra el Enriquecimiento Ilícito de los servidores públicos, durante el desempeño de sus cargos  oen cumplimiento de sus funciones (Artículo  7 de la Ley).

c) PRESUNCIÓN  DE ENRIQUECIMIENTO  ILICITO  DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. 

La Constitución de la República   presume  cuando:

i) El aumento de capital  del funcionario  o empleado público , desde la fecha  en que haya tomado posesión  de su cargo,  hasta  aquella en que haya cesado en sus funciones , fuere notablemente superior al  que normalmente   hubiere podido obtener  en virtud de los sueldos y emolumentos que haya percibido  legalmente, y de los incrementos de su capital o de sus ingresos  por  cualquier causa lícita. Para determinar  el aumento de capital se considerara en conjunto de capital y los ingresos del servidor público, de su cónyuge y de sus hijos;

ii) El servidor  público  no autorizare  la investigación  de sus depósitos bancarios o negocios  e el país o en el extranjero (Artículo 233 párrafos 1,2, y 3 constitucional) Sin embargo, la Ley Contra el Enriquecimiento Ilícito  de los servidores públicos , va más allá de la norma constitucional  cuando amplía la base para determinar  el aumento de capital al añadir  al compañero  o compañera  de hogar  y a los pupilos; sin embargo limita el de los hijos mientras estén bajo la  patria potestad de los padres (Artículo  8 de la  Ley  párrafo 1).


Para justificar  la presunción de enriquecimiento ilícito  del servidor público, se tomará en consideración:

i) Sus condiciones  económicas previas  al ejercicio del  cargo;

ii) La cuantía del aumento  de capital  con relación al monto de sus  ingresos y de sus gastos ordinarios;

iii)  La ejecución de otros actos o la existencia de otras circunstancias que permitan  presumir que la persona  ha incurrido en alguno de los  casos de enriquecimiento ilícito  (Artículo 8  párrafo 2 de la Ley).

Por su parte el  Código Penal –Decreto  No. 144-83 de fecha 23 de agosto  de 1983 publicado en el Diario Oficial LA GACETA  No. 24.264  del  12 de marzo de 1984 y entrando en vigencia un año después  de su publicación  tipifica los delitos de malversación, negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, fraudes, exacciones fiscales y cohecho que, indiscutiblemente  se relacionan con el enriquecimiento ilícito  de los servidores públicos (Ver artículos 361, 370, 374, 376 y  377 del Código Penal).

A esta altura  de nuestro estudio, es básico que establezcamos  los mecanismos existentes en el ordenamiento jurídico  hondureño para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción tal como es uno de los propósitos de la Convención Interamericana  Contra la Corrupción.

B) DECLARACIÓN JURADA DE BIENES.   

Indiscutiblemente, en el derecho hondureño el mecanismo concebido para prevenir, detectar y sancionar  la corrupción de los servidores públicos  es básicamente  la declaración jurada de bienes. Para una mejor comprensión, estudiaremos  sucesivamente: a) Su obligatoriedad, b)  excepción, c) la autoridad ante quien  se presenta,  d) en que momento se debe presentar, e) su contenido, f) su procedimiento, g) su verificación, h) sanción, i) penas, j) sentencia, k) finiquito, l) confidencialidad.
a)  Destinatarios de la obligación de declarar bienes. 

Tal como los señalamos  anteriormente, están obligados a presentar  la       Declaración jurada de bienes:

i) Los funcionarios y empleados que presten  servicios remunerados en cualquiera de los Poderes del Estado, sus organismos, dependencias,  establecimientos e instituciones centralizadas autónomas,  semiautónomas o de cualquier otro tipo.

ii) Toda persona  natural o jurídica que perciba sueldo o maneje fondos o bienes del Estado, o decida sobre pagos o inversión de fondos públicos (Artículo 2 de la Ley).

b) Excepciones a la obligatoriedad  de presentar la Declaración Jurada de Bienes:

i)        Los servidores públicos que devenguen un sueldo o salario menor de  Lps.         

          2,000.00 y que no manejen fondos o bienes del Estado;

ii)     Los que ejercieren funciones provisionales por un período máximo de 90     días.

iii) Los  maestros, profesores y catedráticos  de cualquier nivel educativo, siempre y cuando su función sea exclusivamente docente (Artículo 6 de la Ley, reformado por Decreto No. 299-93 de l6 de diciembre de 1993)

c) Autoridad ante quien se presenta la Declaración Jurada de  Bienes.

La declaración jurada de bienes debe ser presentada en formulario que  provee la gratuitamente la Dirección General de Probidad Administrativa, ante la Secretaría General (Artículo 3 de la Ley y 15 del Reglamento). En verdad, la Dirección  de Probidad Administrativa ha designado a la Secretaría General como el órgano responsable de recibir las  declaraciones juradas de bienes de los servidores públicos; dar fe de los poderes conferidos y de los documentos que se acompañen.

d) Momento de la presentación de la Declaración Jurada de Bienes.

La Ley exige a los servidores públicos presentar declaración jurada de bienes en cuatro diferentes momentos, así:

i) Por  primera  vez,  antes de tomar posesión de cargo. Sin embargo, la ley establece la excepción en casos de emergencia calificada (Artículo 3 de la Ley)

ii) Por segunda, o posterior vez, antes de tomar posesión de su cargo en caso de traslado o ascenso;

iii) En caso de aumento de sueldo;

iv)      Por cesantía. Todo servidor público que cesare por cualquier motivo en el              desempeño  de su cargo, estará obligado a presentar una nueva       declaración    de   bienes debidamente actualizada. Esta obligación  estará a cargo de   los   herederos   cuando el servidor público cese en el desempeño de cargo por  causa de muerte    (Artículo 5 de la Ley). Esta obligación debe cumplirse a partir de la fecha que cese en el desempeño  de sus funciones,  dando el Reglamento un plazo de diez días. 

e) Contenido de la Declaración Jurada de Bienes. 

Este documento debe contener:

   i) Un listado detallado de todos los bienes, cualquiera que sea su naturaleza,      acciones o créditos que formen su patrimonio;

   ii) Una relación de su pasivo;

  iii)  Separadamente  los de su cónyuge, compañero o compañera de hogar, hijos bajo patria potestad y pupilos,  así como de los bienes ajenos que administre,  con  indicación, en su caso,  del pasivo que los afecte. (Artículo 3 de la Ley).

Cuando se declaren bienes muebles o inmuebles, acciones,  obligaciones o créditos sujetos a registro, deberá indicarse el número y tomo, bajo los cuales estén inscritos,  describiéndoles con todos los datos necesarios para su identificación   y acompañando los documentos que los legitiman. Tratándose de bienes u obligaciones no sujetas a registro se acreditaran únicamente  con la documentación respectiva. (Artículos  4, numeral 1 de la Ley y 16 del Reglamento). El valor del menaje o ajuar de la casa-hogar donde habitualmente residiera  el declarante y de las casas amuebladas que posea en o para arrendamiento, se declarará en forma global, suministrando, sin embargo,  los datos que permitan la identificación de los bienes principales (Artículo 17 del Reglamento).


Los declarantes en todos los casos, deberán acompañar los documentos originales o sus fotocopias debidamente autenticadas. (Artículo 20 del Reglamento).

f) Procedimiento. 

La Dirección General de Probidad Administrativa al presentar los obligados su Declaración Jurada de Bienes  la numerará, fechará, sellará y asentará en el registro respectivo extendiendo la Constancia de Presentación debidamente  firmada y sellada. Esta constancia deberá ser presentada por el obligado a su superior jerárquico para que le dé posesión de su cargo. (Artículo 19 de la Ley y 21 del Reglamento).

· Después de ser registrada la declaración inicial,  en la Secretaría General es trasladada al  Departamento  de Verificación de Bienes para que en un término de diez días compruebe la  veracidad de los datos que en ella consten  (Artículo 22 párrafo  1 del Reglamento)

· Si se comprueba que los datos son fehacientes se tendrá por bien hecha la declaración; en caso contrario  se dictará resolución a efecto de que el declarante subsane  los errores en un plazo de diez días (Artículo 22 párrafo 2 del Reglamento).

· Si los errores no fueren subsanados, se tendrá por no presentada la Declaración Jurada de Bienes (Artículo 22  párrafo 3 del Reglamento)

· Si se trata de la Declaración de un servidor público que ha cesado en sus funciones se remitirá al Departamento de Verificación de Bienes en el término de diez días, junto con los respectivos antecedentes para que practique las investigaciones que estime pertinentes (Artículo 23  párrafo 1 del Reglamento).

· Igual procedimiento se  sigue en caso de declaraciones de aquellos servidores públicos que estando en el ejercicio de su cargo existiere indicio  racional de enriquecimiento ilícito. (Artículo 23 párrafo 2 del Reglamento).

· Si de la verificación practicada  apareciere que en la Declaración existe falsedad porque el declarante ocultó, omitió o supuso bienes  de cualquier clase o se presume  el delito de enriquecimiento ilícito se emitirá un informe detallado, por parte del Departamento de Verificación de Bienes. Conforme a este  documento, la Dirección General emitirá el Informe Provisional (Artículo 24  párrafo 1 del Reglamento)

· Si de las investigaciones practicadas no resultare mérito se declarará exenta de responsabilidad a la persona investigada (Artículo 24 párrafo 2 del Reglamento).

· Emitido el Informe Provisional, el Secretario  General lo notificará al declarante a través de su apoderado legal para su impugnación, teniendo el interesado un plazo de diez días,  contados a partir del día siguiente de su notificación (Artículo 21 de la Ley y 25 del Reglamento).

· Presentada la impugnación  y concluido el período probatorio si se solicitare, en los términos de la Ley de Procedimiento Administrativo, se remite para su estudio al Departamento de Análisis e Impugnaciones y conforme a ello, la Dirección General emite el Informe Final, ya sea confirmando o desvaneciendo total o parcialmente el Informe Provisional (Artículo  26 del Reglamento).

· Cuando con posterioridad a la impugnación se recibiere documentación de importancia, para efectos del Informe Definitivo, se hará del conocimiento del impugnante, para que dentro del término de tres días se pronuncie al respecto (Artículo  27 del Reglamento).

· Evacuado el dictamen del Departamento de Análisis e Impugnación no se admitirá al impugnante  ningún escrito (Artículo  28 del Reglamento).

· Previo al Informe Final, la Dirección General podrá   dictar Auto para Mejor Proveer, ordenando la práctica de cualquier investigación que estime pertinente o traer a la vista documentos que tengan relación con el asunto.(Artículo 29 del Reglamento).

· Contra el Informe Final emitido procederá únicamente el recurso de reposición, de conformidad  a  la Ley de Procedimiento Administrativo (Artículo 30 del Reglamento).

· La carga de la prueba en los casos de  enriquecimiento ilícito, incluyendo la relativa al importe de ingresos y de gastos  ordinarios y la  que  sirva para comprobar la licitud del aumento de capital pesa sobre la persona investigada (Artículo 9 de la Ley).

· Una vez firme el Informe Final  declarando culpable de enriquecimiento ilícito al servidor público se comunicará a la dependencia   estatal correspondiente, para que se proceda a la cancelación inmediata de su nombramiento (Artículo 31 del párrafo 1 del Reglamento) .

· La Dirección de Probidad Administrativa extenderá certificación del Informe Final al Ministerio Público y a la Procuraduría General de la República, además de traslado del expediente por el término de 15 días  para que inicie las acciones legales correspondientes. Copias de las mismas deberán ser enviadas a la Dirección General de Probidad Administrativa para ser agregados al expediente respectivo (Artículo 31 párrafo 2 del Reglamento).

· Finalmente, si la persona investigada resulta exenta de responsabilidad se le extenderá el Finiquito de Probidad Administrativa (Articulo 32 del Reglamento).   

g) Verificación del contenido de la Declaración Jurada de los Bienes.

No obstante que el servidor público debe presentar una Declaración Jurada  (Artículo 3 de la Ley) la misma ley establece mecanismos de verificación tendentes a  comprobar la veracidad de la información contenida en el documento.


Entre  las atribuciones de la Dirección  de  Probidad Administrativa encontramos la de examinar y de realizar en cualquier tiempo cuantas investigaciones sean necesarias para comprobar la veracidad de las declaraciones de bienes (Artículos 17 numeral  “d”  y “e” y 20 de la Ley).


Para facilitar esta labor de la Dirección de Probidad Administrativa, los organismos y dependencias gubernamentales, las empresas mercantiles, los establecimientos bancarios y aseguradoras, están obligados  a permitir la inspección de  sus archivos, registros y demás documentación contable  o de otra naturaleza, que a juicio de la Dirección de Probidad Administrativa, conduzca a la comprobación de la información declarada o al descubrimiento de simulaciones o informaciones dolosas de las mismas (Artículo 20 párrafo 1 de la Ley).


Ningún ente o persona jurídica podrá negarse  a extender las certificaciones o constancias que les fueren solicitadas por la Dirección de Probidad Administrativa, sin excusa alguna. Así mismo, no podrá invocarse la vigencia de  otras leyes para negarse a la información  requerida (Artículo 20 párrafo 2 de la Ley). 


Para auxiliar a la Dirección de Probidad en esta tarea se cuenta con un Departamento de Verificación y un Departamento de Análisis e impugnaciones encargado de comprobar a través de su personal, constituido por inspectores, la veracidad de las declaraciones   y de los  escritos de impugnación (Artículo 7 del Reglamento). Este personal debe ser instruido  sobre los diferentes métodos de control y verificación y también debe impartírseles los conocimientos necesarios a fin  de que labor sea más eficiente. 


También se facilita la verificación de que todos los sujetos  obligados presenten su Declaración Jurada de Bienes,  el hecho  que el Director de Probidad Administrativa pueda exigir a todos los organismos, establecimientos, dependencias e instituciones descentralizadas, autónomas, semiautónomas del Estado, los nombres de las personas que devengan sueldos de Lps. 2,000.00 o más, así como los aumentos de sueldos y ascensos. Igualmente,  deberán comunicar los nombres de los  servidores públicos que devengan sueldos menores de Lps. 2,000.00   que manejen fondos o bienes del Estado (Artículo 2 numeral 9 del Reglamento).


Es importante  señalar  que la Dirección de Probidad Administrativa sin perjuicio de lo que establece la Ley de Contratación del Estado en su Artículo 43, formará parte como miembro ex oficio de toda comisión para la precalificación,  calificación de las licitaciones públicas y privadas, compras, subastas y concursos, a fin de analizar las ofertas, comprobar la  información proporcionada por  los oferentes y cualquier otra que sea de su mérito. Sin este requisito, no podrá declararse concluida, adjudicada o fracasada la licitación, compra, subasta o concurso correspondiente (Artículo 40 párrafo 1 de la Ley).


La Dirección de Probidad Administrativa podrá declarar bajo proceso de investigación, cualquier licitación pública o  privada,  subasta, compra y concurso. En este caso,  las respectivas  instituciones gubernamentales, entidades autónomas, semiautónomas y corporaciones municipales deberán  suspender el trámite correspondiente, mientras  la Dirección de Probidad Administrativa,  en base a los resultados de la investigación y dentro del plazo que reste para la adjudicación, emita la resolución que corresponda (Artículo 40 de la Ley). 

A efecto de  salvaguardar el patrimonio del Estado, la Dirección de Probidad Administrativa podrá constituir las comisiones que considere necesarias, con el objeto de velar porque los ingresos que perciba en concepto de impuestos, tasas y contribuciones,  sean recaudados en los montos y plazos  que indiquen las leyes y reglamentos respectivos (Artículo 40 párrafo 1 del Reglamento).

Para el logro de tal finalidad, los organismos  del Estado encargados de la recaudación de  impuestos, tasas y contribuciones o que tuvieren vinculación con dicha actividad, prestarán a las comisiones designadas la colaboración que fuese necesaria para el mejor cumplimiento de sus obligaciones, facilitando sin dilación la documentación que fuere requerida (Artículo 40 párrafo 2 del Reglamento)

Cuando se constate la presentación de Declaraciones Juradas de Bienes de una misma persona bajo distintos números de control prevalecerá la última numeración, siendo anulados los anteriores sin perjuicio de investigarse si la circunstancia tuvo el propósito de ocultar, suponer, disminuir u omitir bienes, en cuyo caso se seguirá el procedimiento respectivo (Artículo 44 del Reglamento).

h) Sanciones.


Podemos distinguir  diversos tipos de sanciones:

· Cuando no se ha presentado  la Declaración Jurada de Bienes previo al ejercicio del cargo. 

El servidor  público  que tomare posesión del cargo, sin presentar la declaración jurada de bienes será destituido bastando para ello la comunicación de la Dirección de Probidad Administrativa al organismo o dependencia estatal que haya permitido esta infracción (Artículo 29 de la Ley).

El servidor público que haya puesto en posesión de su cargo  a otro servidor o funcionario, que no haya presentado la respectiva Declaración de Bienes, será sancionado con una multa equivalente al 20% del sueldo mensual que devengue el nombrado por cada  mes que haya ejercido el cargo sin presentar la Declaración. Esta multa se deducirá del sueldo o de cualquier otro emolumento que perciba el funcionario o empleado culpable, bastando para  ello un simple oficio de parte  del organismo sancionador a  la  oficina pagadora, sin perjuicio  de otras responsabilidades en que pueda incurrir (Artículo 30 de la Ley).

· Cuando no se hayan  presentado sucesivas declaraciones juradas de bienes.

La multa aplicable por aplicable por omisión de la Declaración Jurada de Bienes podrá ser impuesta por cada uno de los cargos desempeñados por el servidor público que incumplió su obligación, cuando tales extremos fueren constatados por la Dirección de Probidad Administrativa (Artículo 43 del Reglamento)

· Cuando no se ha presentado la Declaración Jurada de Bienes al cesar en un cargo.

La falta de declaración jurada y actualizada que está obligado  a presentar todo servidor público que cesare en su cargo o empleo, dará lugar a la iniciación  del procedimiento judicial  para establecer si ha incurrido en responsabilidad por el delito de enriquecimiento ilícito (Artículo 31 de la Ley)

· Cuando está en trámite el Informe Final. 

La Dirección de Probidad Administrativa podrá ordenar al organismo empleador, si el caso así lo requiere,  la suspensión o traslado del intervenido a otra unidad, hasta tanto  se emite el Informe Definitivo (Artículo 21 párrafo 2 de la Ley).

-
La  Dirección de  Probidad  Administrativa  denunciará ante la Fiscalía      General de la República, a efecto   que instruya  la acción criminal correspondiente, al titular de los órganos de recaudación de impuestos, tasas y contribuciones o que tuviere  vinculación con  dicha actividad, cuando se negare  a prestar la colaboración requerida (Artículo 41 del Reglamento)

Finalmente la Dirección General de Probidad Administrativa iniciará la          acción    de nulidad de la adjudicación y denunciará ante la Fiscalía General  a    efecto que inicie la acción criminal correspondiente a los titulares de las   instituciones estatales, centralizadas y descentralizadas y empresas públicas que habiendo sido requeridas: 1) Se negaren a suspender, cuando así se ordenare, los  trámites en los procedimientos de precalificación, calificación  y evaluación de licitaciones públicas y privadas, compras, subastas y concursos; o  2)  Permitiesen  que  dichos tramites  se  efectuaren sin la presencia  del miembro  ex oficio de dicha Dirección  (Artículo 42 del Reglamento).
i) Penas.

El delito de enriquecimiento  ilícito  será castigado,  según el monto  del enriquecimiento así:

          -Si no excediere de Lps.  5,000.00 con presidio mayor en su grado máximo;

-Si excediere de Lps. 5,000.00 y no pasare de Lps. 10,000.00 con presidio          mayor en su grado mínimo.

-Si excediere de Lp.s 10,000 y no pasare de  100.000.00 con presidio mayor  en su grado medio;

-Si excediere de  Lps. 100.000.00  con presidio mayor en su grado máximo.

El proporcionar datos falsos en la Declaración Jurada de Bienes constituye circunstancia agravante al delito de enriquecimiento ilícito (Artículo 32 de la Ley).

Los bienes que formen el enriquecimiento ilícito comprobado, pasarán a ser propiedad del Estado mediante adjudicación que hará el Juez en la sentencia  definitiva  (Artículo 10 párrafo 1 de la Ley).

El Estado se considerará  acreedor con prelación sobre cualquier otro, con respecto  a los bienes del servidor público o los que formen su sucesión para los efectos de recuperar el producto del enriquecimiento ilícito (Artículo 10 párrafo 2 de la Ley).

Proponer o realizar actos que puedan constituir  delito de enriquecimiento ilícito será sancionado con pena inmediata  inferior en grado  a la que corresponda a aquel delito, sin importar que la propuesta o el ofrecimiento provenga de servidor  público o de tercero  (Artículo 34 de la Ley).

El  delito de desobediencia a la autoridad.

Incurrirán  en este delito las personas a quienes les corresponda prestar colaboración a la Dirección de Probidad Administrativa se negaren a hacerlo o que incumplieren las resoluciones  emanadas de la autoridad competente. Este delito se sancionará con la pena  establecida en el Código Penal (Artículo  33 de la Ley).

Coautoría.

Se reputa coautor del delito de enriquecimiento ilícito a quien haya entregado cantidades o procurado ventajas que no puedan justificarse legalmente y se aplicarán las mismas penas en su misma extensión que al autor (Artículo 37y 38 de la Ley).

j) Sentencia.  

El Juez determinará  en la sentencia la pena que en su concepto corresponda, teniendo en cuenta: la mayor o menor peligrosidad del culpable,  sus antecedentes personales y las circunstancias  atenuantes o agravantes que concurran en el hecho.

El  Juez  consignará expresamente  en la sentencia  cuales motivos  ha considerado determinante para regular la extensión  de la pena (Artículo 35 de la Ley).

k) Finiquito.

Si la persona investigada  resultare exenta de responsabilidad la Dirección de Probidad Administrativa le extenderá el Finiquito de Probidad Administrativa (Artículo 32 del Reglamento).


Ningún servidor público podrá pasar a  desempeñar  otro cargo o empleo si no  ha obtenido el Finiquito de Probidad Administrativa por sus  actuaciones anteriores a menos que se trate  de un traslado o ascenso (Artículo 36  de la Ley).

l) Confidencialidad.

Los funcionarios y empleados  de la Dirección de Probidad Administrativa  deberán guardar  sobre  el contenido de las declaraciones, documentos e investigaciones que practiquen, que no podrán  servir para  otros fines que los previstos en la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito de los servidores púbicos (Artículo  28 párrafo  1 de la Ley).

 
La violación de este deber de confidencialidad, una vez comprobada dará lugar a la destitución inmediata del funcionario o empleado público culpable, sin perjuicio de la responsabilidad  penal a que hubiere lugar (Artículo 28 párrafo 2 de la Ley).


Las diligencias que se practiquen permanecerán  en  secreto hasta que se emita el Informe Provisional. Emitido el Informe Provisional solo tendrá acceso el interesado o su apoderado legal. Sin embargo, las autoridades judiciales podrán requerir certificaciones de todo o parte de expediente, siempre que el asunto tenga relación directa con el declarante (Artículo  33 del Reglamento).  

II.  PERSPECTIVAS Y EXPECTATIVAS DE LA LUCHA CONTRA EL ENRIQUECIMIENTO ILICITO DE LOS SERVIDORES PUBLICOS EN HONDURAS.

Como señalamos anteriormente, con fecha 15  de mayo de 1998 entró en vigor en Honduras la Convención Interamericana  contra la Corrupción.  Por consiguiente, nuestro país adquiriere así el compromiso de “ hacer todos los esfuerzos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción de las funciones públicas y en los actos de corrupción específicamente  vinculados con tal ejercicio”. Por ello es imperativo adecuar la legislación interna de Honduras al espíritu y alcance del texto hemisférico.


La Dirección de Probidad  Administrativa ha elaborado un proyecto de ley, actualmente en el Congreso Nacional,  denominado “Ley de Probidad en la Función Pública”  que, de ser aprobado, sustituiría  a la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito  de los Servidores Públicos de 1975.


Entre los aspectos innovadores del citado proyecto de ley podemos destacar los siguientes:

· Su objeto no solo es sancionar sino también  prevenir el enriquecimiento ilícito y otros actos de corrupción.

· Amplia el universo de los sujetos de la ley,  puesto que, incorpora a todas las personas naturales  investidas de funciones públicas permanentes  o transitorias, remuneradas o ad-honorem, que ejerzan su cargo por elección, por nombramiento o contrato emanado de autoridad competente que presten servicio o cumplan funciones en cualquier órgano del Estado.

· Se define claramente la función pública

· Se modifica el plazo para la presentación de la Declaración Jurada de Bienes; ya no es previa a la toma de posesión del cargo, sino que debe presentarse en el término de los 45 días siguientes a la toma de posesión.

· La Dirección de Probidad Administrativa estará  facultada para investigar adquisiciones, traspasos, transferencias de bienes o valores de cualquier naturaleza por el servidor del Estado que estuviese sujeto a una investigación, cuando éste los hubiere realizado a favor de familiares u otras personas, en aquellos casos en que resulten indicios que dichas operaciones sean producto  de actos simulados o dolosos. 

· Se establece la obligación de presentar Declaración Jurada de Bienes por parte de los contratistas y suministradores,  cuando así le sea exigido por la Dirección General de Probidad Administrativa en el curso de sus investigaciones.

· Se concede  a la Dirección General de Probidad Administrativa la facultad de exigir  la declaración jurada de bienes a otras personas diferentes de los sujetos de la ley, cuando de las  investigaciones de que está conociendo, surjan indicios de delito contra el patrimonio público; siendo el  término, en este caso,  de diez días.

· Se incluye en la Declaración Jurada de Bienes la autorización expresa e irrevocable del declarante, de autorizar a la Dirección de Probidad Administrativa para investigar sus cuentas, depósitos bancarios, bienes o negocios en el país o en el extranjero. La negativa  de brindar  esta autorización presumirá, salvo prueba en contrario, enriquecimiento ilícito. Esto  incluye las operaciones de cualquier naturaleza que haya hecho o que esté haciendo el investigado con cualquier persona natural o jurídica, dentro o fuera del país,   en los que se haya hecho uso de dinero o valores propios o ajenos.

· Se eleva el monto del sueldo o salario base para presentar la Declaración  Jurada de Bienes a Lps. 5,000.00.

· Se exceptúan de presentar Declaración Jurada de Bienes a los soldados y clases  de las Fuerzas Armadas y a los agentes y clases de la Policía Nacional que no ejerzan funciones administrativas. También están exentas aquellas personas que por la naturaleza de las funciones que desempeñen, así lo determine la Dirección de Probidad Administrativa, mediante resolución motivada.

· Se tipifica claramente los Actos de Corrupción, Malversación, Enriquecimiento Ilícito y Soborno Transnacional. Se establece que los mismos serán sancionados  de conformidad a lo establecido en el Código Penal para la malversación  de caudales públicos.

· Se estipula que los Jueces  evacuarán con carácter urgente las medidas precautorias para asegurar el resultado de la acción judicial del Estado con vista únicamente del Informe Final  de la Dirección General de Probidad.

· Se establece una nueva organización  de la Dirección de Probidad con una Secretaría General y los departamentos de  Verificación de  Bienes; Análisis e Impugnaciones, Control de Adquisiciones, Asesoría Legal, Administrativo, Recursos Humanos; Informática y Relaciones Públicas.

· Se amplían  las  atribuciones de la Dirección de Probidad Administrativa, entre las cuales se incluyen: i) promover con la Sociedad Civil campañas educativas contra la corrupción y, ii) brindar  asistencia y cooperación a las solicitudes emanadas  por organismos estatales de combate a la corrupción cuando exista reciprocidad.

· Se  contempla que en el extranjero las Declaraciones Jurada de Bienes se presente ante el  representante  diplomático o consular de Honduras en el país donde el declarante preste sus servicios. En este caso se deberá remitir la Declaración Jurada de Bienes a la Dirección de Probidad Administrativa en un plazo de diez días

· Se faculta a la Dirección de Probidad Administrativa para que efectúe  valuaciones o peritajes a bienes inmuebles o sus mejoras, muebles o demás bienes o acciones cuando estime que han sido subvaluados o sobrevalorados . En estos casos podrá solicitar la colaboración de otros organismos técnicos, entes contralores del Estado,  colegios profesionales, personas naturales o jurídicas, organizaciones de la Sociedad Civil con conocimientos sobre la materia.

· Se especifica el criterio para la calificación de bienes provenientes de fuentes no lícitas.

· Se amplía el término para impugnar el Informe Provisional: Veinte días hábiles si el investigado reside en el país y sesenta días hábiles si reside en el exterior.

· Se   otorga un plazo de noventa días para emitir el Informe Final el cual queda en suspenso si se dicta un auto para mejor proveer.

· Si como consecuencia  del auto para mejor proveer, resultaren nuevos elementos  que modifiquen la presunción de enriquecimiento ilícito, contenido en el Informe Provisional y fuere necesario que el investigado se pronuncie se le da un traslado  por un término de diez días.  Al transcurrir éste, vuelve a  correr el plazo interrumpido de noventa días para emitir el Informe Final.

· Se especifica que el Informe Final tiene  carácter de  Resolución Definitiva y solo admite el Recurso de Reposición en el término de diez días contados a partir de la notificación respectiva. Se interpreta el silencio administrativo en forma negativa cuando señala que el término de diez días no ha resuelto la Dirección de Probidad Administrativa, el Recurso de Reposición se entenderá como  desestimado.

· Se señala que Informe Final es el único documento exigido para que la Procuraduría General de la República requiera ante el Juez  cualesquiera de las medidas establecidas en el Código Procesal Penal y presente la solicitud de la audiencia inicial.

Se especifican las medidas cautelares que la Dirección de Probidad          Administrativa  puede solicitar a las autoridades competentes. Estas van desde      impedir la salida del país hasta solicitar a la Procuraduría General de la República   que promueva ante las autoridades judiciales correspondientes diligencias  para   resguardar la eventual responsabilidad civil del investigado.

   III.  CONCLUSION GENERAL

1. Incontestablemente,  la suscripción de la  Convención Interamericana contra la Corrupción ha creado un panorama  favorable y se  han abierto nuevos espacios para  prevenir, sancionar y erradicar la corrupción en todas sus formas.

2. Los pueblos y gobiernos del Hemisferio  han adquirido plena conciencia de la      gravedad del flagelo de la corrupción,  que amenaza la consolidación de la democracia y el desarrollo económico y social.

3. No basta adecuar  la legislación nacional de cada país a  los compromisos asumidos en la Convención.  La lucha contra la corrupción y la impunidad es una tarea de todos: de los Gobiernos y de la sociedad en su conjunto.

4. La estrategia contra la corrupción  debe ser parte de las Políticas  Estatales de cada país. Consecuentemente, debe diseñarse y ejecutarse de manera consensuada con los diferentes actores sociales un Plan Nacional de Lucha Contra la Corrupción. 

5. Acciones concretas como  la promoción de una cultura de honestidad y de probidad,  deben ser parte de los programas de estudio en   todos los niveles educativos; así como, frecuentes campañas de concientización destinadas a todos  los sectores de la sociedad,  

6. Sería difícil, por no decir imposible, erradicar la corrupción de la Función Pública,  si  el reclutamiento y selección  de los  servidores del  Estado se continúa haciendo  por consideraciones político-sectarias. Por consiguiente, afianzar la carrera administrativa  con un sistema de méritos, es fundamental.

7.Ciertamente, en este  dominio, el problema fundamental de nuestro país no radica en la inexistencia de leyes sino en  la inobservancia de las mismas. Es tan cierto,    que en  el cuarto de siglo de  existencia de la Dirección Probidad Administrativa,  ningún servidor público ha sido condenado por enriquecimiento ilícito; no obstante  que nuestro país está en  uno de los primeros lugares en el Indice de Percepción de Corrupción del continente. 
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